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11001310300320170031200 ACCION POPULAR MATEO MESA. ESCRITO DE
INTERVENCION

Leidy Tatiana Barrero Colorado <lbarrero@minsalud.gov.co>
Vie 13/01/2023 1:50 PM

Para: Juzgado 03 Civil Circuito - Bogotá - Bogotá D.C. <j03cctobta@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Señores
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA
J03cctobta@cendoj.ramajudicial.gov.co
 
PROCESO                  :           11001310300320170031200
MEDIO DE CONTROL:           ACCION POPULAR
DEMANDANTE           :           MATEO MESA GALEANO 
DEMANDADO             :           AUDIFARMA S. A
 
LEIDY TATIANA BARRERO COLORADO, mayor de edad, domiciliada y residente en la ciudad de Bogotá
D.C., identificada con la cédula de ciudadanía número 1.015.427.039 de Bogotá, abogada en ejercicio, con
tarjeta profesional No. 257.987 del Consejo Superior de la Judicatura, actuando en nombre y representación
de la NACIÓN - MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL, de acuerdo con el poder que se me ha
conferido, remito escrito de intervención frente al asunto de la referencia.
 
 
Cordialmente,
 
Leidy Tatiana Barrero C.
Grupo Defensa Legal
Direccion Juridica
Ministerio de Salud y Protección Social
PBX (+571) 330 5000 Ext. 5092
Carrera 13 No. 32-76
Bogotá, D.C.
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Bogotá D.C.,  
 

 
Señores 
JUZGADO TERCERO CIVIL DEL CIRCUITO DE BOGOTA 
j03cctobta@cendoj.ramajudicial.gov.co 

Bogotá D.C 
 
 
PROCESO              :  ACCION POPULAR 1100131030032017-00312-00 
DEMANDANTE  : MATEO MESA GALEANO 
DEMANDADO  : AUDIFARMA 
 
 
LEIDY TATIANA BARRERO COLORADO, mayor de edad, domiciliada y residente en la ciudad 
de Bogotá D.C., identificada con la cédula de ciudadanía número 1.015.427.039 de Bogotá, 
abogada en ejercicio, con tarjeta profesional No. 257.987 del Consejo Superior de la Judicatura, 
actuando en nombre y representación de la NACIÓN - MINISTERIO DE SALUD Y 
PROTECCIÓN SOCIAL, de acuerdo con el poder que se me ha conferido,  estando en la 
oportunidad legal, me permito presentar ESCRITO DE INTERVENCIÓN, en los siguientes 
términos: 
 
Sea lo primero indicar que la competencia como rector del Sistema Nacional de Discapacidad – 
SND- y rector de la Política Pública Nacional de Discapacidad e Inclusión Social, le corresponde 
al Ministerio del Interior; sin embargo, es preciso señalar.  
 
La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, adoptada en Colombia 
mediante la Ley 1346 de 2009, es la primera convención de derechos del siglo XXI, cuyo 
propósito es “promover, proteger y asegurar el goce pleno y en condiciones de igualdad de todos 
los derechos humanos y libertades fundamentales por todas las personas con discapacidad, y 
promover el respeto de su dignidad inherente”.  
 
Atendiendo a este mandato y con el concurso y participación de los ciudadanos colombianos y 
de las organizaciones de la sociedad civil, en febrero de 2013 fue promulgada la Ley Estatutaria 
1618, que tiene por objetivo garantizar y asegurar el ejercicio efectivo de los derechos de las 
personas con discapacidad, mediante la adopción de medidas de inclusión, acciones afirmativas, 
ajustes razonables y eliminación de toda forma de discriminación por razón de discapacidad.  
 
Con relación al Acceso y Accesibilidad, la Ley determina en su artículo 14 que (…) “como 
manifestación directa de la igualdad material y con el objetivo de fomentar la vida autónoma e 
independiente de las personas con discapacidad, las entidades del orden nacional, 
departamental, distrital y local garantizarán el acceso de estas personas, en igualdad de 
condiciones, al entorno físico, al transporte, a la información y a las comunicaciones, incluidos 
los sistemas y tecnologías de la información y las comunicaciones, el espacio público, los bienes 
públicos, los lugares abiertos al público y los servicios públicos, tanto en zonas urbanas como 
rurales”.  
 
En el numeral 1 de este mismo artículo, se determina que le “Corresponde a las entidades 
públicas y privadas encargadas de la prestación de los servicios públicos, de cualquier 
naturaleza, tipo y nivel, desarrollar sus funciones, competencias, objetos sociales, y en general, 
todas las actividades, siguiendo los postulados del diseño universal, de manera que no se 
excluya o limite el acceso en condiciones de igualdad, en todo o en parte, a ninguna persona en 
razón de su discapacidad. Para ello, dichas entidades deberán diseñar, implementar y financiar 
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todos los ajustes razonables que sean necesarios para cumplir con los fines del artículo 9o de la 
Ley 1346 de 2009.”. 
 
De acuerdo con el numeral 5 se define que para garantizar el derecho al acceso y la accesibilidad 
se deben tomar, entre otras, medidas dirigidas a “Dar efectivo cumplimiento a la normativa sobre 
accesibilidad en la construcción o adecuación de las obras que se ejecuten sobre el espacio 
público y privado, que presten servicios al público debiendo cumplir con los plazos señalados”. 
 
De otro lado, el Decreto-Ley 2150 de 1995, en su artículo 2 determina que entre los requisitos 
exigibles para la operación de establecimientos de comercio se encuentra el cumplimiento de las 
condiciones sanitarias descritas por la Ley 9 de 1979 y demás normas vigentes sobre la materia. 
 
La mencionada Ley 9 de 1979 dedica su Título IV al establecimiento de normas respecto al 
saneamiento de las edificaciones, indicando en su artículo 235 respecto a los establecimientos 
comerciales que “El Ministerio de Salud o la entidad que éste delegue reglamentará el número y 
ubicación de servicios sanitarios en los establecimientos comerciales”. 
 
En desarrollo de lo establecido en la Ley 9 de 1979, el Ministerio de Salud expidió la Resolución 
14861 de 1985 “Por la cual se dictan normas para la protección, seguridad, salud y bienestar de 
las personas en el ambiente y en especial de los minusválidos” (hoy personas con discapacidad). 
El ámbito de aplicación de dicha resolución incluye explícitamente a los establecimientos de 
servicios públicos y comerciales, entre ellos las instituciones bancarias, las corporaciones 
financieras y afines.  En el artículo 50 de dicha resolución se determina lo referente a los 
requisitos que deben cumplir los servicios sanitarios en toda edificación, con particular énfasis 
en las condiciones de accesibilidad.    
 
A la fecha, la Resolución 14861 de 1985 continúa estando vigente, y su cumplimiento hace parte 
de los requisitos de habitación de los prestadores de servicios de salud deben cumplir, según la 
Resolución 2003 de 2014. 
 
Ahora bien, en los últimos 30 años el avance conceptual, técnico y normativo internacional y 
nacional en materia de discapacidad e inclusión social ha sido muy amplio, dotando al país de 
orientaciones modernas y acordes a la época actual, que permiten acciones cada vez más 
adecuadas para la garantía de los derechos de las personas con discapacidad. Específicamente 
en relación con el tema que nos ocupa, el Decreto 103 de 2015 en su artículo 14º, adopta la 
Norma Técnica Colombiana –NTC- 6047, “Accesibilidad al medio físico. Espacios de servicio al 
ciudadano en la Administración Pública. Requisitos”. En la sección número 24 de dicho 
documento se aborda lo referente a cuartos de baño e instalaciones sanitarias.  
 
En consecuencia, el actual y garantista desarrollo normativo de carácter general frente a los 
derechos de las personas con discapacidad, contempla acceso, accesibilidad y diseño universal 
que permiten su goce efectivo y digno en todos los espacios públicos y privados. 
 
Ahora bien, es preciso señalar que en el marco de las competencias de este Ministerio se 
desconoce la obligatoriedad o especialidad de las normas, por ejemplo, del sector financiero 
frente a estas disposiciones. Sin embargo, es importante señalar que la expresión en condiciones 
de igualdad en el propósito de la Convención, refiere que las personas con discapacidad cuentan 
con los mismos derechos que cualquier otro ser humano; no existen derechos especiales para 
las personas con discapacidad, por lo que sí, de acuerdo con tal normatividad es obligación de 
estos establecimientos disponer de unidades sanitarias, estas deberán contar con las 
condiciones de accesibilidad exigidas en los instrumentos normativos que regulan esta materia. 
Por las razones expuestas, con todo respeto solicito se nieguen las pretensiones de la demanda 
y se absuelva al Ministerio de Salud y Protección Social de toda responsabilidad en el caso que 
se analiza. 
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EXCEPCIONES 
 
FALTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA  
 
De conformidad con lo expuesto, no está dentro de las funciones del Ministerio de Salud y 
Protección Social la inspección, vigilancia y control sobre el cumplimiento de las disposiciones 
que regulan o reglamentan la accesibilidad a sitios abiertos al público de las personas con 
discapacidad. 
 
Como ya se señaló, el Ministerio de Salud y Protección Social tiene dentro de sus funciones la 
de dirigir, formular coordinar y definir las políticas y estrategias de la política social del Gobierno 
Nacional. 
 
Para el caso que nos ocupa la vigilancia y control del cumplimiento de las disposiciones que 
regulan o reglamentan la accesibilidad a sitios abiertos al público de las personas en situación 
de discapacidad está en cabeza del ente territorial respectivo, vale decir Secretaria de Salud 
departamental, distrital, o municipal, así como en la autoridad competente de todo orden, 
encargada de otorgar el permiso correspondiente para los proyectos de construcción. 

 
INEXISTENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS E INTERESES COLECTIVOS POR 
PARTE DEL MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL.  
 
Por ausencia de causa legal de la presunta obligación y en consecuencia de incumplimiento de 
la misma en razón de su inexistencia, o como a bien la denomine el Despacho, la cual se 
fundamenta de la siguiente manera: 
 
De acuerdo a las funciones y/o competencias asignadas legalmente, este Ministerio no tiene a 
su cargo la labor de exigir a Audifarma la adecuación de sus instalaciones físicas para acceso 
a personas en situación de discapacidad, por lo tanto, desde esta cartera Ministerial no es posible 
predicarse que exista alguna acción u omisión que vulnere los derechos colectivos invocados. 
 
Resulta imperativo concluir en los términos de la normatividad que cada entidad pública, 
privada y/o mixta se encarga de adecuar sus instalaciones, edificaciones e infraestructura, para 
asegurar los derechos de las personas de especial protección, por lo tanto, se reitera que se 
presenta INEXISTENCIA DE VULNERACION DE DERECHOS COLECTIVOS POR PARTE DEL 
MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCION SOCIAL que puedan ser endilgados a mi 
representada, pues no es jurídicamente adecuado llegar a considerar que esta Entidad puede 
coadministrar o participa en la toma de decisiones de las organizaciones privadas, para el 
cumplimiento de la normatividad, resaltando que mi representada no ejerce actividades de 
inspección, vigilancia o control sobre las organizaciones para el cumplimiento de sus 
responsabilidades.  
 
En conclusión, el Ministerio de Salud y Protección Social es un organismo Oficial de Carácter 
Nacional, que por disposición constitucional y legal no puede asumir las funciones que por 
expreso mandato legal y constitucional se han asignado a otros organismos independientes, 
actuar de otra forma sería una extralimitación en el ejercicio de las propias competencias. 
 

I. PETICION  
 
Por las razones expuestas, con todo respeto solicito con el debido respeto al despacho la 
desvinculación del Ministerio de Salud y Protección Social. 
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II. PRUEBAS 
 
Respetuosamente solicito al señor Juez, se tengan como tales las aportadas al proceso por la 
parte demandante y por las demás entidades demandadas, en cuanto a derecho correspondan. 
 
 

III. ANEXOS 
 

 

• Poder legalmente conferido por el Director Jurídico del Ministerio de Salud y Protección 
Social. 

•  Resolución de nombramiento y acta de posesión de la Directora Jurídica del Ministerio de 
Salud y Protección Social.  

• Copia autentica de los apartes del Decreto No. 4107 de 2011, mediante el cual se 
determinan los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud y Protección Social.  

• Copia auténtica de la Resolución No. 01960 de 23 de mayo de 2014 “Por medio de la cual 
se efectúan unas delegaciones y se regula la constitución de apoderados para la 
representación judicial y extrajudicial del Ministerio de Salud y Protección Social”.  

 
 

IV. NOTIFICACIONES 
 
La demandada, Nación - Ministerio de Salud y Protección Social, y la suscrita apoderada, 
recibiremos notificaciones en la Carrera 13 No. 32 - 76 Piso 10, Edificio Urano, Bogotá D.C. 
Teléfono: 3305000 Ext. 5050 o 5097. Correo electrónico: 
notificacionesjudiciales@minaslud.gov.co y Lbarrero@minsalud.gov.co  
 
Del señor Juez, con el debido respeto,  
 
 
 
 
LEIDY TATIANA BARRERO COLORADO 
C.C. No. 1.015.427.039 de Bogotá 
T.P. No. 257.987 del C. S. de la J.  
Celular: 3114826327 
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